PROYECTO DE LEY NUMERO      DE 2.010 SENADO

 

 

“Por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción”

 

 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

 
ARTÍCULO 1º. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley.
 
Al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, el Departamento Administrativo de Seguridad, se abstendrá de incluir como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.
 
ARTÍCULO 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así:
a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del certificado Judicial, en el que no se reportaran como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.
b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de policía judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito.
Parágrafo. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley.
 

ARTÍCULO 3º. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

 

 

 

 

JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE,
Senador de la República.

 
 
EXPOSICION DE MOTIVOS
 
Muchos colombianos se han visto en la imperiosa necesidad de acudir a la acción de tutela para proteger sus derechos fundamentales al mínimo vital, buen nombre, habeas data, petición, trabajo, debido proceso entre otros, cuando después de haber afrontado un proceso penal donde cumplieron una pena o la misma se extinguió por prescripción, al intentar resocializarse y acceder a un empleo aparece en el certificado judicial que registra antecedentes aun cuando ya no es requerido por autoridad judicial.
 
Es así como, en varias sentencias de tutela las altas cortes han tenido que exhortar al Departamento Administrativo de Seguridad DAS, para que expida los certificados judiciales sin el reporte de los antecedentes penales o la frase “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”, cuando el ciudadano solicitante ya ha cumplido su pena o esta haya prescrito.
 
Desde esta óptica, los antecedentes solo se les deben suministrar a las autoridades judiciales si se inician o abren nuevos procesos penales contra el ciudadano o cuando la información sobre la reseña delictiva se necesita por parte de los jueces para dosificar la pena u otorgar beneficios, pero no cuando el solicitante requiere el certificado judicial para un asunto privado, como en la mayoría de los casos sucede, para acceder a un empleo.

 

Cuando el solicitante necesita el certificado judicial para un asunto privado como conseguir un empleo, requisito para posesionarse o firmar contrato, el DAS al incorporar el antecedente, obstaculiza la obtención de trabajo, que a su vez impide la reinserción social de las personas que hayan sido condenadas por delitos.

 

 

PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER
 

El Departamento Administrativo de Seguridad se ve obligado a realizar estas anotaciones en los certificados judiciales porque así se lo ordenan los artículos 3º y 4º del Decreto 3738 de 2003, los cuales autorizan y otorgan al DAS competencia para mantener y actualizar los registros delictivos atendiendo la información brindada por las autoridades judiciales.
 
Por ello este Proyecto de Ley pretende enmendar la actualización de los registros delictivos y atendiendo que el DAS solo se constituye en depositario de las informaciones que recibe de las autoridades competentes, sin estar facultado de manera  alguna para cancelarlas, más aún cuando las reseñas delictivas deben permanecer en las bases de datos para ser comunicados a las autoridades judiciales competentes al momento de ser requeridas, la iniciativa subsana y amplia esta actividad y le ordena al DAS que al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, se abstenga de incluir como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.
 
De igual manera, este Proyecto al convertirse en Ley deroga la Resolución Interna No. 1157 de 2008 del DAS mediante la cual se reglamenta el modelo de certificado judicial expedido por el ‘Departamento Administrativo de Seguridad’- que permite la leyenda de que el ciudadano registra antecedentes pero ya no es requerido, y que es la que se ha venido estampando en los certificados judiciales y que han originado las numerosas acciones de tutelas a las que hemos hecho referencia.
 
No debemos olvidar que el antecedente es una consecuencia del proceso penal adelantado en contra del peticionario por la conducta punible por él desplegada y por consiguiente, no puede aducirse que con la expedición del certificado se estén contrariando mandatos constitucionales, al ser por el contrario una emanación del derecho fundamental a informar y recibir información al tenor del artículo 20 de la Constitución Política y que guarda estrecha relación con el principio de la seguridad jurídica y la defensa de los intereses de la comunidad y el Estado.
 

 

NECESIDAD Y CONVENIENCIA DEL PROYECTO:

 

El proyecto es conveniente porque de persistir la divulgación de antecedentes penales en el certificado judicial a pesar de que el solicitante ya cumplió la pena o la misma prescribió se estaría vulnerando el derecho fundamental al habeas data –artículo 15 de la Constitución Política, derecho que tienen las personas naturales y jurídicas, de conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.
 
La actualización y rectificación de informaciones conlleva una obligación para el DAS al tener dentro de sus funciones el registro de antecedentes judiciales, estos entendidos al tenor del artículo 248 de  la Constitución Política de Colombia, y su correspondiente actualización, de allí que en el desarrollo de la función que desempeña y su correspondencia con el ordenamiento jurídico deba propender porque los datos consignados en la misma además de veraces, sean actuales.
 
En efecto, el Decreto 3738 de 2003 –Artículos 1 y 2- señala que corresponde al DAS establecer y adoptar el modelo de certificado judicial, como en efecto lo realizó recientemente a través de la Resolución Interna No. 1157 de 2008 y en la cual se dispone:
 
 Art. 1. Parágrafo: en caso en que el ciudadano registre antecedentes, la leyenda escrita a la que hace referencia el literal b del presente artículo, quedará de la siguiente forma: El Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (día, mes, año), nombre, con cédula de ciudadanía No. de, REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL, de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia, y código de verificación.
 
En ese orden de ideas, la iniciativa no pretende que se ordene al DAS que de sus  bases de datos desaparezcan los registros de las condenas ya cumplidas, sólo que frente al manejo de tal información se haga un llamado a la cautela y que sólo para propósitos que realmente lo demanden sea revelada, pues no se puede perder de vista que uno de los fines de la pena es la reinserción social de quien fue sujeto activo de una conducta punible.
 
Ahora bien, ya son varias las sentencias de tutelas que le han ordenado al DAS expedir nuevos certificados judiciales a los ciudadanos perjudicados, sin costo alguno, en el que se excluya la frase “REGISTRA ANTECEDENTES”, sin que ello implique la eliminación del antecedente de la base de datos del DAS y que sea informado cuando sea requerido por las autoridades competentes.  Entre ellas debemos mencionar las proferidas por la Corte Suprema de Justicia Sala Penal, sentencias de Tutela T-47546 de 4 de mayo de 2010 con ponencia del H. Magistrado Julio Socha; Sentencias de Tutela 47681 de 5 de mayo de 2010 y Tutela 47807de 13 de mayo de 2010 con Ponencia del H. Magistrado Alfredo Gómez; Sentencia de Tutela 47954 de mayo 11 de 2010 Magistrado Ponente Javier Zapata, entre otras.
 
En congruencia con lo anterior, el artículo 248 superior contempló que sólo las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva, tienen la calidad de antecedentes penales. Lo cual, además, garantiza la observancia del debido proceso.
 
No sucede lo mismo, en relación con la anotación que aparece en el certificado judicial referida a que “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”,  ya que ello sí resulta altamente discriminatorio y en contra del debido proceso para aquellas personas que, o bien cumplieron la pena impuesta, o las que se vieron favorecidas con la prescripción de la pena.
 
Una cosa es que al tenor del Decreto 3738 se le autorice al Director del Departamento Administrativo de Seguridad DAS para que establezca y adopte el modelo del certificado, “el cual podrá modificarse en cualquier momento, de acuerdo con los avances tecnológicos con que cuente la institución”, y otra muy diferente el que se aproveche esa potestad para otorgar un trato altamente perjudicial a aquellos que por una u otra razón han terminado condenados.
 
En ese sentido, el Proyecto no  desconoce que el Departamento de Seguridad DAS., tiene dentro de sus funciones, organizar,   conservar  y actualizar  los registros de identificación  nacionales con base en los informes de avisos que deben rendir oportunamente las autoridades judiciales. Tampoco, el que al ciudadano al que se le haya impuesto sentencia de condena, debe aparecerle esa anotación como antecedente.
 
No obstante, tal circunstancia no constituye per se una patente para que el organismo de seguridad  ponga de relieve la mencionada anotación en el certificado judicial, pues ello conllevará necesariamente el que aquel que necesite el aludido documento, verbi gracia  con fines de acceder a un cargo, se vea expuesto a ser rechazado, a pesar  de que ya ha cumplido la sanción o la misma se ha extinguido. Pensar de esa manera conllevaría a considerar que en Colombia existen penas perpetuas.
 
Por estos motivos, presento ante el Congreso de la República esta iniciativa en aras del derecho a la igualdad que le asiste a quienes cometieron un error en sus vidas o a quienes se han visto injustamente condenados, pues estas anotaciones provocan una discriminación en su contra, a la hora de tratar de reintegrarse a la sociedad y de desenvolverse laboralmente anhelando una vida en condiciones dignas.
 
 
 
 
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE
Senador de la República
 
